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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de septiembre de 2018. 

Comparece el señor Javier Ortiz Rivera, su esposa la señora 

Karen Cruz Rosa y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 

ambos (en conjunto, los apelantes), y nos solicitan que revoquemos 

la Sentencia de Desestimación dictada por por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan (TPI), el 27 de marzo de 2018 y 

notificada el 6 de abril de 2018. Mediante el referido dictamen, el 

TPI amparado en la Regla 39.2 (a) de Procedimiento Civil, infra, 

desestimó con perjuicio la reclamación presentada por los apelantes 

en contra del señor Roberto Prats Palerm, su esposa la señora Liza 

Fernández y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos 

(en conjunto, los apelados). 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca el dictamen apelado.  

I 

El 27 de febrero de 2015, los apelantes presentaron una 

demanda sobre daños y perjuicios en contra de los apelados. Éstos 
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adujeron que el 28 de febrero de 2013, mientras el Sr. Ortiz Rivera 

estaba detenido ante una señal de CEDA, fue impactado por la parte 

posterior de su automóvil por un vehículo conducido por la Sra. 

Fernández. Además, destacaron que el vehículo conducido por la 

Sra. Fernández estaba registrado a nombre del Sr. Prats Palerm. Los 

apelantes alegaron, que como resultado del impacto, el Sr. Ortiz 

Rivera sufrió varias contusiones en su espina dorsal, área cervical y 

hombro izquierdo, por lo cual fue intervenido quirúrgicamente, lo 

cual lo mantuvo separado de su empleo, recibiendo tratamiento por 

un periodo prolongado. Ante ello, los apelantes solicitaron de los 

apelados el pago de una indemnización por daños físicos temporales 

y permanentes, angustias mentales e ingresos dejados de percibir. 

El 14 de agosto de 2015, los apelados presentaron su 

Contestación a Demanda. Entre otras, los apelados negaron los 

daños físicos y mentales alegados por falta de testimonios y 

documentos. Como defensas afirmativas arguyeron, entre otras, que 

los daños según alegados pueden ser exagerados y estar 

relacionados a condiciones previas, además, adujeron que podría no 

existir una relación causal entre el tratamiento médico recibido y los 

alegados daños sufridos por el accidente de tránsito. 

Así las cosas, el foro de instancia pautó para el 25 de enero de 

2016 la conferencia inicial del caso, sin embargo, a esta solo 

compareció la representación legal de los apelados. Se desprende del 

expediente que el entonces representante legal de los apelantes, 

Lcdo. Roan G. Suárez Hernández, no compareció a la vista por 

motivos de salud, por lo que se transfirió la vista para el 24 de 

febrero de 2016.  

Llegada la fecha del nuevo señalamiento, comparecieron los 

representantes legales de ambas partes y el TPI estableció los 

términos relativos al descubrimiento de prueba. En particular, 

durante la vista el representante legal de los apelantes notificó al 
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tribunal que utilizarían prueba pericial. Por lo cual, el TPI le 

concedió término de 30 días para anunciar la prueba pericial, el 

nombre y curriculum vitae del perito, y 30 días adicionales para 

someter el correspondiente informe. De igual manera, les ordenó a 

los apelados que, una vez recibido el informe pericial de los 

apelantes, se le concedían iguales términos para anunciar y 

presentar su prueba pericial. Así pues, señaló la conferencia con 

antelación a juicio para el 13 de julio de 2016.  

La vista del 13 de julio de 2016 se convirtió en una sobre el 

estado de los procedimientos, ya que las partes no habían finalizado 

con el descubrimiento de prueba y las partes exploraban la 

posibilidad de llegar a un acuerdo transaccional. En cuanto a la 

prueba pericial anunciada, el abogado de los apelantes solicitó 

tiempo adicional para cumplir con lo previamente dispuesto por el 

Tribunal, sujeto a las conversaciones transaccionales. Ante ello, el 

TPI concedió un término de 45 días para realizar las conversaciones 

transaccionales, de no llegar a un acuerdo se establecían los 

términos previamente concedidos a ambas partes para anunciar y 

presentar la prueba pericial y señaló para el 12 de diciembre de 2016 

conferencia con antelación al juicio y vista transaccional. 

A la vista del 12 de diciembre de 2016 comparecieron los 

representantes legales de ambas partes. El representante de los 

apelantes informó que las partes no llegaron a un acuerdo 

transaccional y que, debido a una situación familiar, no pudo firmar 

el Informe de Conferencia con Antelación al Juicio preparado por el 

abogado de los apelados, por lo cual dicho informe no fue radicado. 

Asimismo, el abogado de los apelantes indicó que deseaban 

enmendar la demanda. Ante ello, el TPI concedió un término de 30 

días para enmendar la demanda y notificar el informe pericial, 

además, ordenó que notificara el curriculum vitae de su perito en un 
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término de 5 días. Se señaló vista con antelación a juicio y vista 

transaccional para el 8 de mayo de 2017. 

El 3 de mayo de 2017, los apelados presentaron una Moción 

Solicitando Cambio de Naturaleza de Vista. Mediante esta 

informaron al TPI que los apelantes aún no habían notificado el 

informe pericial, por lo cual sería prematuro celebrar una 

conferencia con antelación a juicio. Así pues, durante la vista del 8 

de mayo de 2017 el TPI concedió la petición de los apelados de 

cambiar la naturaleza de la misma.1 Por otra parte, en la vista el 

abogado de los apelantes indicó que el informe pericial no se había 

rendido, ya que el Sr. Ortiz Rivera había sido operado recientemente 

y “se acordó esperar a la misma para realizar una evaluación final 

del caso”.2  

El TPI le concedió a los apelantes hasta el 8 de junio de 2017 

para notificar su informe pericial, “so pena de sanciones de 

incumplir con dicho término”. Asimismo, ordenó que para esa 

misma fecha debía notificar a los apelados los récords médicos del 

Sr. Ortiz Rivera y ordenó que el descubrimiento de prueba debía 

concluir el 31 de octubre de 2017. Finalmente, el tribunal ordenó 

que se presentara el informe con antelación a juicio el 17 de 

noviembre de 2017 y señaló conferencia con antelación a juicio y 

vista transaccional para el 4 de diciembre de 2017.   

En esa misma fecha, el TPI emitió una Resolución y Orden 

ratificando lo dispuesto durante la vista celebrada ese mismo día. 

Destacamos del referido dictamen lo siguiente: 

Sanciones por Incumplimiento: Todo caso citado para 
conferencia que no cumpla con la radicación del informe en 
el término indicado en la presente Resolución conllevará la 
imposición de $50.00 en sanciones interlocutorias. La parte 
que acredite por escrito antes del término de radicación del 
informe las gestiones afirmativas para cumplir con esta 
orden y radique su parte del informe quedará relevada de las 
sanciones. 

                                                 
1 Por otro lado, el 8 de mayo de 2017, los apelantes presentaron una moción 

informando el curriculum vitae de su perito. 
2 Véase apéndice del recurso, pág. 11. 
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. . . . . . . . 
Se apercibe a las partes que de no cumplir con cualesquiera 
de las disposiciones contenidas en la presente Resolución y 
Orden, sin que medie justa causa, se procederá con la 
imposición de sanciones económicas a tenor con la Regla 
44.2 de las de Procedimiento Civil de 2009.3 
 

Por otra parte, el 13 de junio de 2017 el Lcdo. Roan G. Suárez 

Hernández solicitó ser relevado de la representación legal de los 

apelantes y el Lcdo. Roberto Márquez Sánchez asumió la misma. En 

la moción asumiendo la representación legal, el Lcdo. Márquez 

Sánchez solicitó una prórroga hasta el 19 de junio de 2017, para 

cumplir con cualquier término pendiente. 

A la vista de conferencia con antelación a juicio y vista 

transaccional señalada para el 4 de diciembre de 2017, solo 

compareció la representación legal de los apelados. Así pues, el TPI 

emitió una orden para mostrar causa al Lcdo. Márquez Sánchez, 

representante legal de los apelantes, para que indicara las razones 

de su incomparecencia. Durante la vista la representación legal de 

los apelados informó que la parte apelante no había notificado el 

informe pericial según fue ordenado por el tribunal. Ante ello, el TPI 

determinó “que se elimina cualquier prueba pericial que la parte 

demandante haya pretendido utilizar”.4  

Así las cosas, se señaló conferencia con antelación a juicio 

para el 19 de enero de 2018 y juicio en su fondo para el 26 de marzo 

de 2018. La Minuta de la vista del 4 de diciembre de 2017, fue 

notificada el 18 de diciembre de 2017 a la representación legal de 

los apelados, al Lcdo. Márquez Sánchez, sin embargo, no fue 

notificada directamente a los apelantes.5 No obstante, el referido 

dictamen, eliminando la prueba pericial, no fue cuestionado 

mediante reconsideración o revisión judicial, por lo que advino final 

y firme. 

                                                 
3 Véase apéndice del recurso, pág. 12 reverso. (Énfasis en el original). 
4 Véase apéndice de la Oposición a Recurso de Apelación, pág. 4. 
5 Íd., pág. 3. 
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El 19 de enero de 2018, se celebró la conferencia con 

antelación a la que solo compareció la representación legal de los 

apelados. Durante la vista, se indicó que el Lcdo. Márquez Sánchez, 

representante legal de los apelantes, no se había comunicado con el 

alguacil de sala o con el abogado de los apelados para excusarse. 

Surge de la Minuta de la vista, la cual fue notificada el mismo día de 

la vista, lo siguiente: 

Considerado los autos y el reiterado incumplimiento a las 
órdenes del Tribunal del abogado de la parte demandante, 

Lcdo. Roberto Márquez Sánchez, se le impone una sanción 
de $100.00 a favor del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
y un término de 30 días para satisfacer la misma. También, 
indique en dicho término las razones, si alguna, por las 
cuales el Tribunal no deba desestimar este caso con perjuicio 
conforme a la Regla 39.2 de Procedimiento Civil. 
 
Se ordena notificar la minuta a la parte demandante, además 
de a su abogado. Se apercibe que el incumplimiento con lo 
aquí ordenado conllevará inevitablemente el archivo con 
perjuicio de la reclamación.6 

 

El 26 de marzo de 2018, se celebró la vista en su fondo a la 

que compareció la representación legal de los apelados, no así la de 

la parte apelante. Surge de la Minuta de la vista, que el abogado de 

los apelados informó al TPI que no había tenido comunicación con 

el Lcdo. Márquez Sánchez, abogado de los apelantes. Ante ello, el 

tribunal señaló lo siguiente: “[s]urge del expediente que tanto la 

parte demandante como su representante legal han hecho caso 

omiso a las órdenes de este Tribunal, por lo que según lo apercibido, 

se desestima la reclamación con perjuicio”.7 Cónsono con lo 

expresado durante la vista, el 27 de marzo de 2018, el TPI emitió 

Sentencia de Desestimación.8 En esta determinó, que tomando en 

consideración las disposiciones de las Reglas 39.2 (a) y 34.3 de 

Procedimiento Civil, infra, y el incumplimiento continuo de la parte 

apelante y su abogado con las órdenes del tribunal, a pesar de haber 

                                                 
6 Véase apéndice de la Oposición a Recurso de Apelación, pág. 7. (Énfasis en el 

original).  
7 Íd., pág. 9. 
8 La Sentencia de Desestimación fue notificada el 6 de abril de 2018. 
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sido sancionados y apercibidos de las consecuencias, desestimaba 

con perjuicio la reclamación de los apelantes. 

El 20 de abril de 2018, el Lcdo. Yahil Quintero Santos 

presentó ante el TPI Moción Asumiendo Representación Legal, de la 

parte apelante. En esa misma fecha, la parte apelante presentó una 

Solicitud de Reconsideración, la cual fue acompañada de una 

declaración jurada del Sr. Ortiz Rivera y copia de varios mensajes 

que cursó este último con el Lcdo. Márquez Sánchez. En síntesis, el 

Sr. Ortiz Rivera sostuvo que la falta de diligencia en el caso fue 

creada por acciones del Lcdo. Márquez Sánchez, “así como de 

información provista por este al compareciente que resultó ser 

falsa”.9 En su solicitud de reconsideración, la parte apelante indicó 

que contrató los servicios del Lcdo. Márquez Sánchez con el fin de 

acelerar los procedimientos, ya que fue recomendado por su perito 

el Dr. Pio Sánchez.  

Surge de la declaración jurada presentada, que al momento 

de contratar los servicios del Lcdo. Márquez Sánchez, este le indicó 

a los apelantes que “él se encargaría de que el perito terminara el 

informe pericial […]”.10 De igual manera, se desprende de la 

declaración jurada que el Sr. Ortiz Rivera realizó gestiones mediante 

llamadas telefónicas y correos electrónicos desde agosto de 2017 

para que el Lcdo. Márquez Sánchez le informara del estatus del 

informe pericial y del caso. Sin embargo, no fue hasta el 8 de 

noviembre de 2017 que el Lcdo. Márquez Sánchez le envió un correo 

electrónico en el que le indicó, entre otras, que se iba a comunicar 

con el perito para darle seguimiento al informe. El Sr. Ortiz Rivera 

sostuvo que envió mensajes de texto a su abogado el 7 y 11 de 

diciembre de 2017, en los que preguntaba por estatus del caso y no 

recibió respuestas. Asimismo, señaló que, al recibir la Minuta de la 

                                                 
9 Véase apéndice del recurso, pág. 20. 
10 Íd., pág. 26. 
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vista del 19 de enero de 2018, se comunicó con su abogado y no fue 

hasta el 5 de febrero de 2018 que éste le contestó afirmándole que 

había enviado una moción al tribunal sobre varios asuntos. 

Finalmente, el Sr. Ortiz Rivera indicó que el 7 de abril de 2018 

recibió el dictamen apelado e inmediatamente se comunicó con el 

Lcdo. Márquez Sánchez y éste nunca más se comunicó con los 

apelantes.  

El 14 de mayo de 2018, el TPI emitió una Resolución la cual 

fue notificada el 17 de mayo de 2018, mediante la cual declaró no 

ha lugar la petición de reconsideración de los apelantes. En 

desacuerdo con la determinación del foro de primera instancia, los 

apelantes acuden ante este Tribunal de Apelaciones y nos plantean 

los siguientes señalamientos de error:  

Erró y abuso de su discreción el TPI al eliminarle a los 
apelantes el derecho a presentar prueba pericial ante el 
incumplimiento de estos con las ordenes, cuando la Regla 
37.7 de las de Procedimiento Civil de Puerto Rico, infra, 
dispone la imposición de sanciones ante el incumplimiento 
de ordenes en relación al descubrimiento de prueba.  
 

Erró el TPI al dictar Resolución el 14 de mayo de 2018 
declarando NO HA LUGAR la Solicitud de Reconsideración 
presentada por los apelantes. 
  

Erró el TPI al no determinar que las circunstancias que surge 
de los anejos que acompañan la Solicitud de 
Reconsideración de los apelantes eran suficientes para la no 
aplicación de la norma establecida en Díaz v. Tribunal 
Superior, infra, y que en igual que (sic) ocurrió en Maldonado 
v. Srio. de Recursos Humanos, infra, se le debía brindar la 
oportunidad a los apelantes “de tener su día en corte y a que 
sus alegaciones y reclamaciones sean adjudicadas en los 
méritos”.  

 

II 

 
A. Sanciones relacionadas al descubrimiento de prueba. 

 

En nuestro ordenamiento jurídico existe una política judicial 

la cual favorece que los casos se ventilen en sus méritos. Mejías et 

al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288 (2012); Rivera el al. v. Superior 

Pkg., Inc. et al., 132 DPR 115 (1992). Cónsono con la referida 

política, la jurisprudencia relacionada ha establecido que los 

tribunales deben ejercer con cuidado y apropiadamente su facultad 

para desestimar un pleito. Fernández Sánchez v. Fernández 
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Rodríguez, 120 DPR 422 (1988). No obstante, en los casos en que 

una parte esté perjudicando y entorpeciendo los procedimientos con 

sus actos, nuestro ordenamiento jurídico confiere amplia facultad a 

los tribunales para prohibir, sancionar o castigar este tipo de 

conducta y actitud. Entre otras cosas, pueden eliminar alegaciones 

y defensas, desestimar reclamaciones, imponer sanciones 

económicas a las partes, a sus abogados o a ambos, dar por 

admitidos ciertos hechos y dictar sentencia en rebeldía. Rivera v. 

Insular Wire Products Corp., 140 DPR 912, 930 (1996). 

Lo anterior es cónsono con el deber que tienen los tribunales 

de asumir un rol activo desde el albor del pleito, por lo que es 

recomendable que en la etapa del descubrimiento de prueba 

también intervengan y encaucen el mismo, toda vez que con ello se 

garantiza un proceso judicial justo, rápido y económico. Medina v. 

M.S. & D. Química P.R., Inc., 135 DPR 716, 729 (1994); Lluch v. 

España Service Sta., 117 DPR 729, 744 (1986). Es por esta razón 

que el tribunal está autorizado no solo a limitar o extender el alcance 

del descubrimiento de prueba, sino que también está facultado para 

supervisar el proceso, ordenar a una parte a descubrir prueba y 

sancionar a aquella que se rehúse a cumplir las órdenes dirigidas a 

esos efectos. Reglas 34.2 y 34.3 de Procedimiento Civil de Puerto 

Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 34.2 y R. 34.3; Lluch v. España Service Sta., 

supra, a la pág. 742.  

En lo que concierne al poder punitivo de los tribunales en esta 

etapa de los procedimientos, la Regla 34.3 de Procedimiento Civil, 

supra, le provee al juzgador discreción para sancionar la negativa a 

cumplir un mandato judicial que ordena descubrir prueba. En lo 

pertinente la mencionada Regla dispone lo siguiente: 

Regla 34.3. Negativa a obedecer la orden  
(a) […] 
(b) Otras consecuencias. —Si una parte […] deja de cumplir 

una orden para llevar a cabo o permitir el descubrimiento 
de prueba, […] el tribunal podrá dictar, con relación a la 
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negativa, todas aquellas órdenes que sean justas; entre 
ellas las siguientes:  

(1) […]. 
(2) Una orden para impedir a la parte que 

incumpla, que sostenga o se oponga a 
determinadas reclamaciones o defensas, o 
para prohibirle la presentación de 
determinada materia en evidencia. 

(3) Una orden para eliminar alegaciones o parte 
de ellas, o para suspender todos los 
procedimientos posteriores hasta que la orden 
sea acatada, o para desestimar el pleito o 
procedimiento o cualquier parte de ellos, o 
para dictar una sentencia en rebeldía contra 
la parte que incumpla. 

. . . . . . .
 . 

(6) Una orden, bajo las condiciones que estime 
justas, para imponer a cualquier parte, 
testigo, abogado o abogada una sanción 
económica como resultado de sus 
actuaciones.  

(c) […]. 
(d) […]. 
 

 La referida Regla permite al tribunal prohibir la presentación 

de cierta evidencia, cuando antes haya emitido una orden sobre el 

particular que haya sido desatendida. Valentín v. Mun. de Añasco, 

145 DPR 887 (1998). Ahora bien, para que proceda la sanción que 

implica la exclusión de cierta prueba se requiere “(1) que el tribunal 

haya emitido antes una orden para llevar a cabo o permitir 

descubrimiento de prueba; y (2) que la parte que interesa la 

presentación de la prueba hubiese incumplido la orden referida”. 

Íd., pág. 894. Sin embargo, nuestro Tribunal Supremo ha expresado 

que sanciones tan severas como la que nos compete, no son 

favorecidas y sólo son justificadas cuando la parte ha actuado de 

manera intencional o no exista duda que la parte sancionada ha 

actuado de manera irresponsable o contumacia. Íd., págs. 895-896; 

Amaro González v. First Federal Savings, 132 DPR 1042 (1993); 

Hartman v. Tribunal Superior, 98 DPR 124 (1969). 

B. La desestimación como sanción 

En nuestro ordenamiento, “la función del tribunal 

sentenciador es atender los casos y asuntos inmediatamente ante 

su consideración”. Vives Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 117, 141 
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(1996). En ese sentido y de ordinario, los tribunales están obligados 

a intervenir oportuna y efectivamente para desalentar la falta de 

diligencia y el incumplimiento de sus órdenes. Mejías et. al. v. 

Carrasquillo et. al., 185 DPR 288 (2012); Dávila v. Hosp. San Miguel, 

Inc., 117 DPR 807, 819 (1986). Por tanto, si el tribunal determina 

que la conducta de una parte es tal que perjudica y entorpece los 

procedimientos tiene “amplia facultad para prohibir, sancionar o 

castigar este tipo de conducta y actitud”. Rivera v. Insular Wire 

Products Corp., supra. 

De manera que, la imposición de sanciones ya sea para 

beneficio de las partes o del Estado, es la solución a la constante 

contraposición entre el interés de que los procesos judiciales se 

adjudiquen rápida y económicamente y el interés de que se 

adjudiquen de forma justa, preferiblemente sobre los méritos. Imp. 

Vilca, Inc. v. Hogares Crea, Inc., 118 DPR 679, 687 (1987). El poder 

de sancionar ha de aplicarse de conformidad con los hechos 

particulares de cada caso. Íd. En particular, la Regla 37.7 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 37.7, provee para la 

imposición de la sanción económica que corresponda a una parte o 

a su representante legal en aquellos casos en que “una parte o su 

abogado o abogada incumple con los términos y señalamientos de 

esta regla, o incumple cualquier orden del tribunal para el manejo 

del caso sin que medie justa causa”. Igualmente, la Regla 44.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.2, dispone que “[e]l 

tribunal podrá imponer […] sanciones económicas en todo caso y en 

cualquier etapa a una parte o a su representante legal por conducta 

constitutiva de demora, inacción, abandono, obstrucción o falta de 

diligencia en perjuicio de la eficiente administración de la justicia”. 

Ahora bien, se ha establecido que cuando se está ante una 

situación en la que la ley y la jurisprudencia aplicables dispongan 

que proceda imponer una sanción, en primera instancia, debe 
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aplicársele al abogado de la parte. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, 

154 DPR 217, 222- 223 (2001); Maldonado v. Srio. De Rec. Naturales, 

113 DPR 494, 498 (1982). Ello responde al hecho de que la persona 

que ejerce la abogacía no solo tiene el deber de ser cuidadosa y 

diligente al atender los asuntos que le encomienda su cliente, sino 

que debe respetar las órdenes de los tribunales, por lo que debe 

desplegar la diligencia necesaria para no ocasionar demoras 

indebidas en la tramitación de los casos. Acevedo v. Compañía 

Telefónica de P.R., 102 DPR 787, 791 (1974); Véanse, Cánones 12 y 

18 de Ética Profesional, 4 LPRA Ap. IX. No obstante, la Regla 39.2 

(a) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 39.2 (a), establece lo 

siguiente: 

(a) Si la parte demandante deja de cumplir con estas reglas 
o con cualquier orden del tribunal, el tribunal a iniciativa 
propia o a solicitud de la parte demandada podrá 
decretar la desestimación del pleito o de cualquier 
reclamación contra ésta, o la eliminación de las 
alegaciones, según corresponda. 
 
Cuando se trate de un primer incumplimiento, la severa 
sanción de la desestimación de la demanda o la 
eliminación de las alegaciones tan sólo procederá 
después que el tribunal, en primer término, haya 
apercibido al abogado o abogada de la parte de la 
situación y se le haya concedido la oportunidad para 
responder. Si el abogado o abogada de la parte no 
responde a tal apercibimiento, el tribunal procederá a 
imponer sanciones al abogado o abogada de la parte y se 
notificará directamente a la parte sobre la situación. 
Luego de que la parte haya sido debidamente informada 
o apercibida de la situación y de las consecuencias que 
pueda tener el que la misma no sea corregida, el tribunal 
podrá ordenar la desestimación del pleito o la 

eliminación de las alegaciones. El tribunal concederá a 
la parte un término de tiempo razonable para corregir la 
situación que en ningún caso será menor de treinta (30) 
días, a menos que las circunstancias del caso justifiquen 
que se reduzca el término. 
 

Cónsono con la precitada Regla, nuestra jurisprudencia se ha 

expresado en cuanto a la imposición de sanciones drásticas por el 

incumplimiento de órdenes y su preocupación de penalizar a una 

parte por las actuaciones desidiosas de su representación legal. En 

ánimo de crear un balance determinó que, para que estas procedan, 

primero se tendría que imponer sanciones al abogado de la parte 
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interesada. Si esta medida disciplinaria no rinde los resultados 

esperados, el TPI notificará a la parte la conducta desplegada por su 

representación legal y le apercibirá las consecuencias que podría 

acarrear si ésta no se corrige. Amaro González v. First Fed. Savs., 

supra, pág. 1051; Maldonado v. Srio. de Rec. Naturales, supra, pág. 

498. Por tanto, la desestimación de un caso como sanción solo debe 

prevalecer en ocasiones extremas que demuestren clara e 

inequívocamente un incumplimiento reiterado, luego de que otras 

sanciones hayan sido ineficaces y se haya apercibido a la parte sobre 

la posible desestimación. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra, 

págs. 221-222. 

C. La doctrina de ley del caso 

 

Por otra parte, en nuestro ordenamiento jurídico aquellos 

planteamientos que han sido adjudicados mediante un dictamen 

judicial final y firme constituyen la ley del caso. In Re Fernández 

Díaz I, 172 DPR 38, 43 (2007). Ante tal situación, dichos 

planteamientos que han sido adjudicados por este tribunal o por el 

Tribunal de Primera Instancia, no pueden ser reexaminados. Félix 

v. Las Haciendas, 165 DPR 832, 843 (2005). La doctrina de la ley 

del caso no se limita a lo decidido mediante sentencia, sino que se 

aplica igualmente a las órdenes y resoluciones emitidas por un 

tribunal, una vez éstas advienen finales y firmes. A fines de velar por 

el trámite ordenado y pronto de los litigios, así como por la 

estabilidad y certeza del derecho, un tribunal de instancia, como 

una cuestión de sana práctica y no como regla inviolable, debe 

resistirse a alterar sus pronunciamientos dentro de un mismo caso 

excepto cuando se convenza de que los mismos son erróneos. Mgmt. 

Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599 (2000). Así pues, los 

asuntos ya adjudicados “gozan de finalidad y firmeza” para que las 

partes en un pleito puedan proceder “sobre unas directrices 

confiables y certeras”. Íd., págs. 607–608. 
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III 

En síntesis, los apelantes alegan que erró el foro de instancia 

al ordenar la exclusión de prueba pericial como sanción y 

eventualmente ordenar la desestimación del caso con perjuicio. Ello, 

tomando en consideración los argumentos y documentos que 

presentó junto con su solicitud de reconsideración. Veamos. 

Como reseñamos, nuestro estado de derecho faculta al foro de 

primera instancia a excluir cierto tipo de prueba como sanción ante 

repetidos incumplimientos con órdenes relacionadas al 

descubrimiento de prueba. No obstante, dicha facultad no opera en 

el vacío y está condicionada a los apercibimientos correspondientes 

a la parte perjudicada y el tipo de conducta que haya desplegado en 

el trámite del caso. Sin embargo, en el caso ante nuestra 

consideración existe un elemento adicional que debemos tener 

presente antes de evaluar la controversia planteada, la doctrina de 

la ley del caso. 

Surge de la Minuta de la vista celebrada el 4 de diciembre de 

2017, la cual fue notificada a las partes el 18 de diciembre de 2017, 

que en dicha vista el tribunal determinó eliminar cualquier prueba 

pericial que los apelantes pretendieran utilizar. Destaca el foro de 

primera instancia, que su determinación es una sanción ante los 

continuos incumplimientos de la parte y su abogado con las órdenes 

del tribunal en torno a la prueba pericial pretendida por la parte 

apelante. Como señaláramos, esta parte apelante nunca recurrió de 

dicho dictamen, convirtiéndose éste en final y firme; por lo cual 

estamos impedidos de reexaminarlo en los méritos. Su 

cuestionamiento, en esta etapa, resulta tardío. 

En cuanto a si incidió el TPI al desestimar con perjuicio la 

reclamación de los apelantes, a pesar de la información que surge 

de su solicitud de reconsideración, determinamos que sí erró el foro 

recurrido. La parte apelante logró demostrar que durante el curso 
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del caso fue diligente y buscó que se cumplieran con las órdenes del 

TPI. Tan es así, que cambió de representación legal en dos ocasiones 

con el fin de que se cumpliera con las disposiciones del tribunal. En 

particular, contrató los servicios del Lcdo. Márquez Sánchez 

precisamente porque fue recomendado por su perito. Ello, con la 

expectativa de que se diligenciara con premura el informe pericial 

requerido y objeto de las órdenes del tribunal.  

De igual manera, surge de la declaración jurada y los 

mensajes que acompañan su solicitud de reconsideración que desde 

agosto de 2017 la parte apelante realizó múltiples gestiones para 

comunicarse con su abogado y hacer que se cumpliera con lo 

ordenado por el TPI, sin embargo, fueron infructuosas. El grado de 

abandono, negligencia y contumacia que requiere nuestro 

ordenamiento jurídico para justificar la imposición de la medida 

drástica de la desestimación no están presentes en este caso. Del 

expediente ante nos no puede atribuirse tal conducta a la parte. 

Además, dicha parte ya fue sancionada y acarea con las 

consecuencias de no poder utilizar la prueba pericial que pretendía 

presentar. Determinamos que, en las circunstancias presentes en 

este caso, imponer la sanción más drástica de la desestimación con 

perjuicio, priva a los apelantes de su día en corte lo cual constituye  

una sanción adicional que no es proporcional a la conducta 

observada por dicha parte. 

IV 

Por los fundamentos expuestos, se revoca la Sentencia 

apelada y se devuelve al foro de instancia para que continúe con los 

procedimientos. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


